
Comisión Especial Sobre Fiscalización del  
Estado Actual de los Derechos Constitucionales 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

12 de julio de 2010 



 
 
 
 
 
 
 

Comisión Especial Sobre Fiscalización del 
Estado Actual de los Derechos Constitucionales 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

INFORME PRELIMINAR 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

12 de julio de 2010 



 
 
 
 
 
 

Colegio de Abogados de Puerto Rico 
 

Miembros de la Comisión 
Especial Sobre Fiscalización del Estado  
Actual de los Derechos Constitucionales 

 
 

 
Lcdo. Arturo Hernández González 

Presidente  del Colegio de Abogados 
 

Lcdo. Eduardo Villanueva Muñoz 
Presidente del la Comisión 

 
Lcdo. Samuel Quiñones García 

Director Ejecutivo de la Comisión 
 
 

Lcda. Ana Paulina Cruz Vélez 
Comisionada 

 
Lcdo. Osvaldo Burgos Pérez 

Comisionado 
 

Lcda. Nora Vargas Acosta 
Comisionada 

 
 

Lcda. Carmen Navas 
Oficina de Administración 



 
 
 
 
 

Comisión Especial Sobre Fiscalización del 
Estado Actual de los Derechos Constitucionales 

 
 
 
 

INDICE 
 
 
 

Introducción ....................................................................................................1-6   
 
Capítulo I – Determinaciones de Hechos Generales .....................................7-18 
 
Capítulo II – Conclusiones de Derecho........................................................19-57 
 
Capítulo III – Responsabilidad Penal y Administrativa ...............................58-89 
 
Capítulo IV – Recomendaciones ..................................................................90-92 
 
Apéndice A – Normas de las Vistas Públicas...............................................93-94 
 
Apéndice B – Resumen de Testimonios 
 Vista Pública 8 de julio de 2010...........................................95-111 
 
Apéndice C – Resumen de Testimonios 
 Vista Pública 9 de julio de 2010..........................................112-132 
 
Firmas de los miembros de la Comisión........................................................ 133 
 
 
 
 
 



 1 

COLEGIO DE ABOGADOS DE PUERTO RICO 
COMISIÓN ESPECIAL SOBRE FISCALIZACIÓN DEL ESTADO 

ACTUAL DE LOS DERECHOS CONSTITUCIONALES 
 
 
INTRODUCCIÓN   
 
 
       El derecho de acceso a la información pública es de cardinal importancia para la 

democracia. Su ejercicio cabal se encuentra estrechamente imbricado con las libertades de 

pensamiento, expresión, prensa  y reunión. En la estela de facultades ciudadanas es el que 

permite a las personas enterarse de forma más directa cómo se conduce realmente su 

gobierno.1 Esto resulta indispensable, no solamente para ejercer inteligentemente su voto, 

sino para participar más activamente en todos los asuntos públicos. Irremediablemente, esta 

aspiración esta avocada a crear una grave tensión política. Reivindicar estas potestades 

frente al gobierno del que supuestamente es el soberano, coloca al pueblo en contradicción 

con poderosos intereses.2 Esta situación quedó plenamente evidenciada durante los eventos 

de confrontación acaecidos del 30 de junio de 2010 en el Capitolio. 

 

       El Colegio de Abogados de Puerto Rico, fiel a su vocación de servicio público al país, 

aceptó la encomienda cívica de investigar el estado presente de los derechos 

constitucionales en Puerto Rico. Para cumplir este alto encargo se designó una Comisión 

Especial integrada por los letrados que suscribimos el presente informe. De inmediato se 

determinó que la principal aportación que se podía hacer a corto plazo a la ciudadanía, era 

                                                 
1 Maravall, José María, El control de los políticos, Ed. Taurus, Pensamiento, Madrid, 2003, pp. 15-24;  Rolla, 
Giancarlo, La administración en el Estado Democrático de Derecho, Cuadernos de Derecho Público, núm. 
17, septiembre-diciembre 2002, pp. 9-16. 
2 Schedler, Andreas, Conceptualizing Accountability en Andreas Schedler, Larry Diamond y Mark F. Plattner 
(eds.), The Self-Restraining State: Power and Accountability in New Democracies, Lynne Rienner. Boulder, 
CO, pp. 19-28 
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recabar la mayor cantidad de prueba posible antes que el transcurso del tiempo disipara su 

efectividad.3 La metodología diseñada comenzó por la citación el 5 de julio de 2010 a unas 

vistas públicas abiertas a toda la sociedad. Las mismas se llevaron a cabo los días 8 y 9 de 

julio en la sede del Colegio en Miramar de 9:00 a.m. a 5:00 p.m.  

      Las normas para hacer acopio de los testimonios, documentos y fotografías fueron 

debidamente notificadas a las personas que expresaron su deseo de comparecer mediante 

teléfono y correo electrónico. Previo a su aparición los deponentes aceptaron conducir su 

testimonio dentro de normas pensadas para recopilar de manera expedita un registro 

imparcial de sus experiencias, opiniones y sentimientos. Se recibieron las declaraciones de 

48 personas involucradas en los sucesos del 30 de junio en el Capitolio. Algunos trajeron 

consigo testimonios escritos, fotografías, videos y  evidencia física. Pero la mejor prueba 

aportada fueron las marcas en sus cuerpos de las secuelas de su contacto ese día con las 

fuerzas de la ley y el orden. Esto justifica seguir la línea trazada en otras investigaciones de 

este tipo.4  Un archivo de la memoria de estos incidentes será puesto a la disposición de 

otros investigadores futuros.  

 

       A los fines que fuimos convocados el mejor servicio que se le puede rendir a la 

ciudadanía es someter a su consideración de manera inmediata una relación lo más 

                                                 
3 Siguiendo el viejo aforismo de los investigadores: “Tiempo que pasa, verdad que huye”. Es un hecho 
científicamente probado que el transcurso del tiempo puede distorsionar la evocación fidedigna de un evento 
si estos no son en seguida registrados adecuadamente, Loftus, Elizabeth F., Eyewitness Testimony, Harvard 
University Press, Cambridge, Massachussets, 1979, pp. 88-109.  
4 La Comisión de la Verdad y Reconciliación Nacional de Chile fue creada en  abril de 1990. Conocida la 
Comisión Rettig, en honor a su presidente, su intención declarada era: “... contribuir al esclarecimiento global 
de la verdad sobre las más graves violaciones a los derechos humanos cometidas en los últimos años, con el 
fin de colaborar a la reconciliación de todos los chilenos”, Ensalaco, Mark, Chile Under Pinochet. Recovering 

the Truth, University of Pennsylvania Press, Philadelphia, PN, 2000, pp. 210-213; En Argentina la Comisión 
de la Verdad encabezada por el escritor Ernesto Sábato desarrolló una misión encomiable documentando las 
violaciones a los derechos humanos cometidas. El informe emitido en septiembre de 1984 expuso hasta los 
más sórdidos detalles de los horrores cometidos durante la última dictadura, CONADEP, Informe de la 

Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas. Nunca Más, EUDEBA, 8va. ed., 2006. 
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fidedigna posible del contenido de los testimonios vertidos. El objetivo de la Comisión es 

contextualizar las denuncias a las violaciones a derechos constitucionales alegadas y dirimir 

si efectivamente ocurrieron. Para ello, en esta etapa preliminar, nuestro trabajo se ha 

concentrado en atender las controversias sobre las distintas versiones ofrecidas por los 

presentes en los incidentes. A los fines de mantener este análisis en un marco de  mayor 

pureza y objetividad, se ha prescindido de considerar todos aquellos testimonios que 

pudieran ser catalogados como prueba de referencia o que fueron ofrecidos fuera del 

proceso de vistas. Previendo que el escenario en que se llevaron  a cabo los trabajos pudiera 

causar aprensión a los agentes del Estado involucrados, se les extendió una cordial 

invitación a participar de las vistas públicas, de la manera más conveniente a sus intereses 

dentro del plazo fijado. Dos de estos declinaron telefónicamente la invitación y un tercero 

no respondió de manera alguna.  

 

        El término fiscalización se usa en este estudio en su connotación de criticar y traer a 

juicio las acciones de otros. En su dimensión política, éste se asimila operativamente al 

concepto anglosajón de la accountability de los funcionarios públicos. Este último 

comprende dos aspectos básicos: rendir cuentas y responder por sus actos. El primero se 

escinde entre el deber de ofrecer toda la información pertinente sobre sus conducta oficial y  

brindar explicaciones razonables que la justifiquen. La otra cara de este concepto se perfila 

como una consecuencia lógica de la otra. La elucidación de los hechos y la producción de 

evidencia sobre estos conducen a que el funcionario esté sujeto a ser sancionado en el caso 

de que se detecten irregularidades. Esta puede ir desde la reprobación pública hasta la 

denuncia de conducta ilegal. El objetivo final de este informe es hacer recomendaciones 

inmediatas, pero certeras, que conduzcan a la adjudicación de las debidas 
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responsabilidades. El pueblo no espera menos; las víctimas no deben ser sometidas a la 

indignidad adicional de una demora innecesaria para la reivindicación de sus reclamos de 

justicia.         

 

       La brutalidad policíaca es un mal endémico dentro de la Administración Pública en el 

ramo de la seguridad en todas partes del mundo.5 Puerto Rico no es la excepción.6 El 

aspecto más grave de este problema es su utilización como instrumento para el impulso y 

arraigo de determinadas políticas públicas por parte del gobierno. La situación no es 

exclusiva de ningún país, sistema político, tipo de régimen o ideología. Nuestra nación en 

el pasado ha descubierto y enfrentado este tipo de episodios. Entre todos, los sucesos del 

Cerro Maravilla han quedado grabados en la memoria colectiva, como el más grave brote 

de violencia policíaca injustificada, asociada a un conflicto político.7 Es preciso aclarar, que 

esta investigación no es una contra la Policía de Puerto Rico sino sobre la alegación de que 

sus recursos fueron empleados para violar derechos constitucionales el 30 de junio de 2010.   

 

       Desde una segunda vertiente la amenaza del uso arbitrario o discriminatorio de la 

fuerza contra los ciudadanos comunes se exacerba, cuando los funcionarios responsables de 

imponer el orden se sienten por encima de la ley, debido a que están protegidos 

políticamente.8 La prepotencia escudada en la inmunidad que les concede el ser los 

                                                 
5 Eitzen, D. Stanley and Timmer, Doug A., Criminology: Crime and Criminal Justice, John Wiley and Sons, 
New York, 1985, p. 412; Gibbons, Don C., Society, Crime, and Criminal Careers, 3rd. ed., Prentice Hall, 
Englewood Cliffs, New Jersey, 1977, pp. 73-75.   
6 Comisión de Derechos Civiles del ELA, Informe especial sobre los Derechos Civiles y las intervenciones de 

los policías con los ciudadanos, San Juan, 1967. Especialmente el capítulo dedicado a la brutalidad policica, 
pp. 31-50.   
7 Aponte Pérez, Francisco, Las víctimas del Cerro Maravilla, Centro de Estudios Legales y Sociales, 
San Juan, Puerto Rico, 1995; Nelson, Anne, Murder Ander Two Flags. The U.S., Puerto Rico and the Cerro 

Maravilla Cover-Up, Ticknor and Fields, New York, 1986.      
8 La crisis de confianza en el gobierno que siguió a los Suceso del Cerro Maravilla fueno de los factores que 
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favoritos de algún funcionario, facción o grupo con poder, mina su disciplina y desmoraliza 

al resto de la institución. Esto se traduce en que se pueden creer autorizados tácitamente a 

abusar de cualquiera en función de supuestas razones de seguridad del Estado. 9 Este 

peligro surge cuando sus superiores se hacen de la vista larga por transgresiones contra 

grupos opositores, críticos o disidentes. Se trata pues de un problema con dos 

ramificaciones enraizadas en la inmunidad concedida por motivos políticos a ciertos 

policías o agentes represivos para violar el Estado de Derecho. 

 

       La labor de fiscalización ciudadana habilita la injerencia ciudadana inteligente y 

asertiva en los asuntos del Estado.10 Su ejercicio vigoroso, aunque no culmine en   procesos 

punitivos,  sirve para prevenir la arbitrariedad y la negligencia gubernamental. La facultad 

ciudadana de indagar en los asuntos públicos promueve el recto proceder del gobierno que 

se sabe vigilado por ciudadanos alertas y activos. Si el presente informe contribuye a ese 

resultado habremos cumplido nuestra labor.11 Pedimos  disculpas por los defectos y 

menoscabos que admitimos por adelantado contiene este documento. Nos mueve el 

propósito de que la ciudadanía tenga el acceso a información pública a la que tiene derecho 

                                                                                                                                                     
establecieron el clima de hostilidad que degeneró en los violentos motines en la Huelga de la UPR de 1981-
1982, Nieves Falcón, Luis y otros, Huelga y Sociedad, Editorial Edil, Río Piedras, 1982, pp. 27-30.      
9 Pérez Viera, Edgardo y García Passalaqua, Juan M., El juicio de la Historia: Contrainsurgencia y asesinato 

político en Puerto Rico, First Book Publishing, San Juan, Puerto Rico, 1999, pp. 4-10; Bosque Pérez, Ramón, 
Carpetas y persecución política en Puerto Rico: La dimensión federal, en Bosque Pérez, Ramón y Colón 
Morera, José Javier, Las Carpetas: Persecución política y derechos civiles en Puerto Rico, Centro para la 
Investigación y Promoción de los Derechos Civiles, Inc., Río Piedras, Puerto Rico, 1997,  p. 50.  
10 Maravall, José María, El control de los políticos, Ed. Taurus, Pensamiento, Madrid, 2003; Jiménez 
Sánchez, Fernando, Posibilidades y límites del escándalo político como una forma de control social, en 
Laporta Francisco J. y Álvarez, Silvina, (eds.),  La corrupción política, Alianza Editorial, S.A., Madrid, 1997 
11 Villaverde Menéndez, Ignacio, Estado democrático e información: el derecho a ser informado, Junta 
General del Principado de Asturias, Oviedo, 1994.  
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CAPÍTULO I 
 

DETERMINACIONES DE HECHOS GENERALES 
 
        Previos a los eventos del 30 de junio de 2010 ocurrieron en el país una serie de 

incidentes entre la policía y los ciudadanos, donde se ordenó la intervención de la Unidad 

de Operaciones Tácticas (en adelante UOT, también conocida como “Fuerza de Choque”) y 

la recién creada Unidad Táctica especializada (en adelante UTE, también conocida como 

“Grupo de los 100”).12 En algunos casos los hechos se pueden relacionar con el desarrollo 

de manifestaciones públicas de protesta. Al margen de los hechos que originaron estos 

conflictos, existe un denominador común: las alegaciones de ciudadanos perjudicados por 

el empleo de fuerza desmedida por la UOT, u otras unidades que prestan servicios 

análogos, se encuentran aún pendientes de ser adjudicados. La demora en dirimir estas 

querellas, la falta de noticias sobre el curso que siguen las investigaciones o su destino 

final, es notable.        

  

       Del registro de las vistas surge que esto ha contribuido a crear un ambiente de 

insatisfacción entre ciudadanos que además de diferir de políticas públicas del gobierno, se 

manifestaron impotentes ante la amenaza de que sus reclamos, además de ser atendidos, les 

exponen a represalias. Estas incluyen ser reprimidos violentamente por ejercer sus derechos 

ciudadanos de reunión, de expresión y de acceso a información pública. La impotencia 

ciudadana para tramitar el reparo de agravio, el temor a sufrir daño físico fue identificado 

por numerosos ciudadanos en la prensa como que crea ansiedad en el pueblo y contribuye 

                                                 
12 Entre los más sonados ocurrido este pasado año y medio es preciso citar: (1) Motín durante los registros en 
el Condominio de Diego 444, Río Piedras; (2) Motín Escuela Superior, Canóvanas;  (3) Motín Avenida 
Universidad, Río Piedras; (4) Motín Protestas contra APP, Mayagüez;  (6) Motín Estudiantes UPR, Hotel 
Sheraton, San Juan.  
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al deterioro de la salud mental de algunos individuos. Se trata pues de un problema que 

incide sobre un elemento del pacto que nos mantiene unidos como sociedad. El respeto a la 

dignidad humana por el Estado. 

 

        Un ejemplo permite resumir la gravedad del problema. Entre todos los policías que 

efectuaron acciones cuestionables el  30 de junio de 2010, sólo un policía ha sido 

suspendido de empleo con sueldo. La razón aducida fue que una foto le muestra con su 

arma desenfundada. Ningún policía ha sido arrestado o procesado administrativamente por 

el uso desproporcionado de la fuerza que fue ampliamente reseñado en los medios de 

comunicación y sobre la cual desfiló prueba abrumadora durante los dos días de vistas 

públicas ante la Comisión. Este hecho dibuja el contraste en la conducta gubernamental que 

sirve de punto de partida para comenzar la exposición de los antecedentes de este estudio:  

 

1. El marco de referencia inmediato a los eventos del 30 de junio de 2010 está señalado por 

varios sucesos que le sirvieron de catalizador. Por ser el último día de sesión legislativa 

había varias protestas pautadas en el Capitolio. Convergieron allí varios grupos motivados 

por razones distintas, algunas en solidaridad con otros de manera espontánea. El grado de 

coordinación entre estas manifestaciones no era muy alto. Cabe destacar entre los motivos 

más mencionados para movilizarse al Capitolio ese día, los sucesos relativos a la huelga 

estudiantil y el paro patronal en la Universidad de Puerto Rico. Como secuela de estos 

eventos se arribó a un acuerdo ratificado por una asamblea de estudiantes el 21 de junio de 

2010. 13  Concluyó así un conflicto que se prolongó por más de 60 días. Sin embargo, 

                                                 
13 Ramos Ramos, Zenaida, Ratifican fin de huelga, El Vocero, miércoles 22 de junio de 2010, p. 7; Franco, 
Perla, Estudiantes ratifican acuerdos y finalizan huelga UPR, Claridad, 24 al 30 de junio de 2010, p. 4. 
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posteriormente se aprobaron varias leyes que inciden sobre aspectos medulares de la 

administración universitaria.14  Esta acción contribuyó a mantener un clima de tensión entre 

las partes. La Coordinadora Nacional de Recintos Universitarios citó a sus partidarios para 

una manifestación de protesta ese día.15  

 

 2. Por su cuenta, organizaciones sindicales y de la sociedad civil llegaron esa tarde al 

Capitolio para protestar ante lo que consideraban acciones autoritarias del Gobierno y la 

Legislatura. Entre otras se pueden identificar a la Asociación Puertorriqueña de Profesores 

Universitarios (APPU), la Colación todo Puerto Rico con Puerto Rico y el Frente Amplio 

de Solidaridad y Lucha (FASyL). Estas  organizaciones agrupan sectores opuestos a las 

políticas públicas implantadas mediante la Ley 7. También ese día había expresado su 

interés de manifestarse el Frente Amplio de Mujeres. La organización feminista quería 

demostrar su repudio contra la recién aprobada custodia compartida compulsoria, los 5 

minutos de reflexión en las escuelas y varias enmiendas a la Ley 54. Dichas organizaciones 

habían invitado a concentrarse en el lado Sur a las 5:00 p.m.16 Ese día se encontraron con 

los eventos en curso o hace poco ocurridos los integrantes y líderes de estos movimientos 

sociales opuestos al gobierno.  

 

3. El 24 de junio de 2010 un Gran Jurado Federal votó a favor de formularle acusaciones 

por soborno y obstrucción a la justicia al Senador, Hon. Héctor Martínez y a un ciudadano 

privado. La reacción inmediata del Presidente del Senado, Hon. Thomas Rivera Schatz fue 

                                                 
14 Cruz, Adria y Cobián , Mariana, UPR contraataca y amenaza la paz, Primera Hora, viernes 25 de junio de 
2010, p. 28; Toro, Ana Teresa, Posible Boicot a cuota, El Nuevo Día lunes 28 de junio de 2010; Álvarez 
Jaimes, Jennifer, Estudiantes se preparan, El Vocero, lunes  28 de junio de 2010, p. 8 
15 Arroyo Colón, Carmen, Marcharán al Capitolio, El Vocero, miércoles 30 de junio de 2010, p. 8 
16 Ibíd. 
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de asumir una posición de solidaridad y defensa con su colega. 17  En el tráfico de 

informaciones generado por esta situación se suscitaron varios agrios intercambios verbales 

entre figuras públicas. El Presidente del Senado se refirió despectivamente sobre el Director 

del FBI en Puerto Rico, Sr. Luis Fraticelli.18  Este último a su vez, sin responder a los 

insultos, no desmintió filtraciones sobre que se habían intervenido teléfonos en el Capitolio 

o que se habían colocado aparatos electrónicos de escuchas en oficinas de legisladores.19 

       El intercambio de epítetos, los rumores de que otras personas podrían resultar 

acusadas, crearon una aguda polarización entre los bandos que favorecían una u otra parte. 

El hecho de que estas acusaciones resultan de una investigación anterior contra el convicto 

ex senador Jorge De Castro Font caldeó aún más los ánimos alrededor de la Asamblea 

Legislativa, del Senado y de su Presidente en particular. La imagen de estas instituciones 

con frecuencia fue asociada durante el curso de las vistas públicas por los participantes, con 

o sin razón, como emblemáticas de estilos autoritarios, irrazonables y hasta dictatoriales. 

Independientemente de si estas tengan o no fundamentos, se trata de opiniones que deben 

ser contextualizadas con los sucesos inmediatos. 

 

4. En medio de las controversias producidas por la aprobación de varias controvertibles 

medidas legislativas y el arresto de un Senador, se produce otro conflicto cívico-político. 

Un fotoperiodista es expulsado de las gradas del Capitolio el 24 de junio de 2010 entre 

versiones conflictivas sobre las razones. O bien intentó tomar fotos del Senador Martínez o 

se apostó en un lugar prohibido para tratar de captar imágenes de documentos 

                                                 
17 Arroyo Colón, Carmen, “Los federales también se equivocan”, El Vocero, martes 22 de junio de 2010, p. 5. 
18  Díaz Alcalde, Maritza y Rosita Marrero, Fraticelli es el rey de la feca, Primera Hora, viernes 25 de junio de 
2010, p. 8. 
19 Ibíd. 
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confidenciales o privilegiados.20  El disgusto entre miembros de los medios y las 

autoridades senatoriales  desembocó en el cierre de las gradas del Senado.  Incluso de las 

secciones destinadas para que el público pueda observar a los Senadores en el hemiciclo. 

La controversia sobre el acceso a este recinto de la Casa de las Leyes tenía antecedentes en 

las restricciones impuestas antes a ciudadanos y grupos sindicales. En octubre de 2009 estas 

habían sido cerradas y desde entonces coyunturalmente se impedía el paso al público.  

 

       Pero en esta ocasión la expulsión de la prensa de esta área sentaba un nuevo 

precedente. La discusión subió de tono, hasta el punto de que se suscitó un fuerte altercado, 

entre el Presidente del Senado y el Senador Hon. Eduardo Bathia Gautier, Portavoz de la 

minoría PPD. La razón aducida fue que no se permitió debatir la decisión de cerrar las 

gradas en el turno final de asuntos nuevos. Esto dio ocasión para un careo entre ambos 

legisladores. Otro Senador filmó el momento en que estos mutuamente pusieron en 

entredicho masculinidad a manera de insulto y por poco se van a las manos.21 

Eventualmente el asunto del acceso del público y la prensa a las gradas fue canalizado a 

través de sendas acciones judiciales presentadas por los gremios de periodistas y el Senador 

Bathia en el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan.22   

 

5. En medio del revuelo causado por estos acontecimientos el 29 de junio de 2010 el Hon. 

Thomas Rivera Schatz permitió el libre acceso del pueblo y de la prensa a las gradas de la 

Cámara Alta. La orden se tramitó mediante una carta circulada el 29 de junio de 2010 a las 
                                                 
20 Bauzá, Nydia, Rivera Schatz le pone candado a la información, Primera Hora, martes 29 de junio de 2010, 
pp. 2-3.   
21 Arroyo Colón, Carmen, Vulgar  “garata”, El Vocero, martes 29 de junio de 2010, p.6  
22 Rivera Marrero, Mildred, Busca auxilio en el tribunal, El Nuevo Día, martes 29 de junio de 2010, p. 8; 
Hoopgood Dávila, Eugenio, Exigen en el tribunal vía libre. Ante el Supremo demanda de gremios 
periodísticos, El Nuevo Día, miércoles 30 d junio de 2010, p. 11.. 
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12:45 p.m. La acción se produjo el penúltimo día de sesión legislativa, 15 minutos antes de 

que se iniciaran los trabajos del Cuerpo. También se abrió el área de las gradas destinadas 

al público. Se estableció entonces una polémica sobre si el pleito del Senador Bathia se 

había tornado académico.23 El acceso de la prensa estaba condicionado a que cumplieran 

con cuatro criterios. Primordialmente, la verificación de las credenciales de todos los 

periodistas y fotoperiodistas. Si algún miembro de la prensa interesaba moverse a otra área 

del hemiciclo para realizar entrevistas tenía que pedirle autorización a la Oficina de 

comunicaciones del Senado. Otra norma requería el uso adecuado de la propiedad y 

facilidades del Senados y abstenerse de obstruir los trabajos legislativos o de sus demás 

colegas.24   

 

      La noticia fue difundida a través de los medios electrónicos de comunicación en la 

tarde del 29 de junio de 2010 y reseñada en la prensa escrita del día 30. Las personas que 

acudieron al Capitolio ese día que hubiera  estado siguiendo esa controversia en las noticias 

apenas se había enterado de la decisión del Presidente del Senado. De ahí que el cambio de 

instrucciones de ese día les hubiera tomado por sorpresa a muchos de los deponentes. 

Algunos otros todavía del cambio de parecer y del reversazo de ese mismo día y al llegar al 

Capitolio presumiblemente venían con la intención de protestar la veda impuesta desde días 

antes cuando se organizaron e invitaron a otros a protestar el cierre de las gradas.       

 

6. El día 30 de junio de 2010 no se estableció un perímetro para restringir o prohibir el 

acceso de los visitantes al Capitolio antes del inicio del primer incidente. Varios deponentes 

                                                 
23 Dicha controversia se encuentra actualmente ante la consideración del Tribunal Supremo de Puerto Rico, 
Correa Velásquez Melissa, Supremo accede a unir pleitos, sábado 10 de julio de 2010, p. 5 
24 Muñiz Gracia, Alba Y., Senado reabre sus gradas, El Nuevo Día, miércoles 30 de junio de 2010, p. 10. 
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atestiguan que fueron admitidos como visitantes al interior del recinto e incluso, que las 

gradas estuvieron abiertas hasta tempranas horas de la tarde.25  El enfrentamiento se inició 

en el vestíbulo a eso de las 3:00 p.m. cuando a unos estudiantes se les negó el acceso al 

interior. Primero no se les reconoció su calidad de periodistas de medios de prensa alternos 

y luego su derecho a entrar como ciudadanos. Cuando en protesta estos iniciaron un acto de 

desobediencia civil pacífica, un empleado de la seguridad interna del Capitolio le roció gas 

pimienta.26 Esto provocó la movilización de la UOT para repeler la posible reacción de los 

manifestantes en el exterior al ver a los agredidos ser arrojados por las  escalinatas del lado 

Norte del edificio.   

 

7. Por otra parte de manera independiente y simultánea un grupo de estudiantes del Recinto 

Universitario de Mayagüez de la UPR había convocado a una actividad pacífica para 

retomar el Capitolio de manera simbólica. El objetivo era intentar entrar hasta las gradas 

del hemiciclo del Senado y allí leer una proclama. En el caso de que dicho acceso estuviera 

cerrado estos intentarían leerla en la Rotonda o algún otro lugar del edificio. De negárseles 

el acceso estos decidieron efectuar un acto de desobediencia civil no violenta y dejarse 

arrestar  para manifestar su protesta por las restricciones de acceso a un lugar público. Estos 

no llegaron a entrar pues fueron repelidos en las escalinatas del Capitolio sin mediar 

palabra. 27 

 

                                                 
25 Testimonios de Sra. Emma Alvarado Rivera, Srta. Rachel Hiskes, Rev. Juan A. Gutiérrez, Sr. Juan Pagán  
Teitelbaun, Prof. Hilda Vega Cerezo, Dr. Luis Avilés, Sr. Carlos Webber.  
26 Testimonios de Rev. Juan A. Gutiérrez, Srta. Rachel Hiskes 
27 Testimonios de Sr. Gustavo Vega, Sr. Aníbal López, Sr. Alberto Rodríguez y Sr. Carlos Anselmi Molina. 
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8. Numerosos efectivos de la UOT de la Policía de Puerto Rico prescindieron de usar la 

placa con su número y el distintivo con su nombre.28 Esto impide que un ciudadano que 

quiera pueda presentar una querella en su contra por la posible comisión de faltas 

administrativas o delitos penales. Los policías hicieron caso omiso de las recriminaciones 

ciudadanas para que cesara esa práctica y los oficiales supervisores a quienes se apeló para 

que corrigieran esa conducta se negaron a reprender a los policías u ordenar que 

procedieran a identificarse.29 

 

9.  Los policías de la UOT emplearon sus macanas para golpear a las personas haciendo 

movimientos de bateo que le causaron incisiones en la cabeza a varios deponentes.30 En 

otras ocasiones usaron la punta roma de la macana como instrumento para crear 

contusiones. 31 Luego de iniciar el establecimiento de un perímetro se la colocaron 

horizontal al pecho para literalmente empujar y barrer a las personas hasta la zona deseada 

que les fue ordenada. 32  Varias personas aseguran haber sido golpeadas por la espalda33, 

mientras se encontraban ciegos e indefensos por el efecto de gas pimienta rociado 

directamente en la cara 34 o simplemente indefensos en los suelos desmayados o 

inconcientes.35 En ninguno de las situaciones examinadas se encontró que estas agresiones 

                                                 
28 Testimonios  de Hon. Carmen Yulín Cruz, Hon. Charlie Hernández.   
29 Testimonios de Hon. Charlie Hernández, Lcdo. Rafael Emmanuelli.  
30 Testimonios de Lcdo. Osvaldo Toledo, Lcdo. Hans Pearl 
31 Testimonios de Srta. Rachel Hiskes, Srta. Raysa López Colón 
32 Testimonios de Hon. Luis Vega Ramos, Lcdo. Osvaldo Toledo, Sr. Anibal López, Sra. Emma Alvarado, Sr. 
Carlos I. Rivera Lezcano 
33 Testimonios de Srta. Rachel Hiskes, Sr. Juan Pagán Teiltenban 
34 Testimonios de Lcdo. Enrique Julia, Rev. Juan Ángel Gutiérrez 
35 Testimonios de Sra. Thaimy Reyes Díaz, Srta. Gabriela Camacho, Dra. Carmen Rabell, Sr. Carlos I. Rivera 
Lezcano, Sra. Betty Peña, Srta. Elizabeth Ramos Peña. 
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se hubieran hecho para repeler un ataque en defensa propia o para proteger vida y 

propiedad ajenas.36  

 

10. Algunos deponentes describieron como fueron rodeados y macaneados por grupos de 

policías por largos periodos de tiempo. Cuando alguna persona intentaba intervenir para 

que cesara el ataque era amenazado para que se alejara o simplemente era también 

golpeado.37 Durante el primer y segundo incidente varias personas atestiguaron haber 

presenciado que las mujeres eran objeto de agresiones más numerosas e intensas que los 

varones. Esto queda ejemplificado en el trato distinto brindado a los Representantes Cruz y 

Hernández.38 Las agresiones no discriminaban a menores de edad, personas de edad 

avanzada39, que usaran espejuelos40 o padecieran de alguna minusvalidez.41 Especialmente 

afectados resultaron personas que padecían de ciertas condiciones de salud o en 

recuperación de tratamiento médico.42  

 

11. Durante el curso de la confrontación entre manifestantes y policías los oficiales 

supervisores se negaron a identificar los integrantes de la cadena de mando a cargo de la 

operación. El desconocimiento de esta estructura jerárquica impidió que abogados, líderes 

cívicos y religiosos y de todos los extractos de la sociedad civil presentes, pudieran intentar 

negociar o mediar para cesar las agresiones, establecer orden o prevenir más 

                                                 
36 Testimonios de Lcdo. Osvaldo Toledo, Prof. Hilda Vega Cerezo 
37 Testimonios de Hon. Carmen Yulín Cruz Soto 
38 Testimonios de Srta. Laura Coss Guzmán, 
39 Testimonios de Dra. Carmen Rabell 
40 Testimonios de Sr. Josua Oscar Aponte Serrano, Sr. Carlos Aselmi Molina 
41 Testimonios de Sr. Carlos Anselmi Molina 
42 Testimonios de Sr. Carlos Anselmi Molina 




